DECRETO N° 150/07
                                                       VISTO: El recurso de apelación interpuesto a fs. 1073/1096 por la firma “SANCOR COOPERATIVAS UNIDAS LIMITADA”, Registro de Inscripción (No Posee), en contra de la Resolución Interna Nº 257-SE/06, de fecha 24 de Noviembre de 2006, dictada por la Secretaría de Economía de esta Municipalidad de la Ciudad de San Francisco (fs. 1055/1072); y

CONSIDERANDO:

I) Que el Recurso ha sido interpuesto en tiempo y forma (arts. 133, 135 y conc. del Código Tributario Municipal Nº 4881 y modif. -en adelante, C.T.M.), y debidamente concedido por el Organismo Fiscal (fs. 1102), por lo que cabe el abocamiento de este Departamento Ejecutivo Municipal a los fines de su debido tratamiento y resolución (arts. 136, 138 y conc. del C.T.M.).

II) Que previo ingresar a su tratamiento, cabe advertir que con fecha 18 de Mayo de 2007 la Secretaría de Economía dictó la Resolución Interna Nº 108-SE/07 (fs. 1100), mediante la que resolvió remitir las actuaciones al Área de Fiscalización Externa a fin de que ratifique o rectifique el monto de las obligaciones tributarias determinadas a la firma “SANCOR COOPERATIVAS UNIDAS LIMITADA”. Ello en virtud de haberse detectado la existencia de un error aritmético en el cálculo originario de las sumas reclamadas a la  referida firma.

III) Que dando cumplimiento a lo ordenado, a fs. 1101 el Área de Fiscalización Externa ratifica los montos consignados en la Resolución Interna Nº 257-SE/06 de fecha 24/11/06 (fs. 1070), beneficiando dicha ratificación al contribuyente, y que corresponderá ser considerada a los fines del presente recurso.

IV) Que el recurrente plantea una serie de agravios que se dan aquí por reproducidos in totum, sin perjuicio del análisis particularizado que a continuación se formula. 

V) Que en el recurso interpuesto, SANCOR COOPERATIVAS UNIDAS LIMITADA (en adelante “la firma”, “SANCOR”, “la recurrente”) plantea en primer término la prescripción de los períodos bimestrales 01/1999 a 06/1999, ambos inclusive. Expresa que la determinación ha extendido la fiscalización a más de cinco años, según el límite dispuesto por el art. 39 del C.T.M. Efectúa denuncia de inconstitucionalidad para el caso de que la Municipalidad de San Francisco resuelva extender dicho plazo a 10 (diez) años.

VI) En primer término, corresponde hacer saber a la firma que, tal como surge de las constancias de autos y especialmente de las resoluciones Nº 022-ADM/FE/2005-AGIP, y 257-SE/06, la fiscalización comprendió sólo cinco años, por lo que no resulta atinado ingresar al planteo de inconstitucionalidad efectuado. Para mayor abundancia, a las expresiones vertidas en la resolución determinativa nos remitimos en honor a la brevedad.

Ello así, conviene ahora analizar si alguno de los períodos fiscalizados y por los cuales se ha determinado deuda fiscal son a la fecha inexigibles por encontrarse prescriptos.

Así, y según lo tiene dispuesto el art. 40 del CTMV, el cómputo de la prescripción comienza a correr a partir del vencimiento de cada uno de los períodos fiscales considerados.

De esta manera, se puede constatar que los períodos bimestrales 01, 02 y 03 se encuentran efectivamente prescriptos, operando la prescripción para el último de ellos con fecha 02 de Julio de 2004.

En efecto, es con posterioridad a dicha fecha, 30 de Julio de 2004, que la fiscalización cursó a la contribuyente el Acta de Requerimiento de fs. 11.

Ello así, y según lo dispuesto por el art. 41 inc. a), el curso de la prescripción se suspende por 1 (un) año “por cualquier acto que tienda a determinar la obligación tributaria”.

Equivoca la impugnante al considerar que sólo la resolución que confiere vista de las actuaciones (tal la resolución Nº 022-ADM/FE/2005) provoca la suspensión del curso del plazo prescriptorio.

En verdad, los actos de fiscalización tienden indudablemente a determinar la existencia de acreencias fiscales incumplidas, y tal es el valor que debe otorgarse a las mismas, produciendo el lógico efecto de suspender el curso del plazo de prescripción.

Ello así, corresponde declarar prescriptos los períodos bimestrales 01, 02 y 03 del año 1999, acogiendo parcialmente la pretensión de la firma a este respecto.

VII) Se agravia seguidamente la firma por cuanto considera que no existe acreditado en autos la existencia de presencia y sustento territorial suficiente a los fines de quedar acreditado el hecho imponible del art. 164 del C.T.M.V.. 

En consecuencia, manifiesta no recibir ninguno de los servicios que enumera el dispositivo citado, lo que devendría a la contribución de referencia contraria a derecho, especialmente a la Ley de Coparticipación Federal y Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento. Reitera en este sentido la cita oportunamente efectuada del pronunciamiento del Alto Tribunal en autos “Cía. Química”.

VIII)  Con respecto a la falta de sustento territorial alegada, corresponde realizar algunas aclaraciones.
Independientemente de la cuestión de la supuesta exigencia del local habilitado dentro de la jurisdicción municipal –y que será atendida infra- resulta acreditado en autos que la firma ejerce actividad comercial dentro del municipio de San Francisco.

En virtud de lo dicho, cabe insistir  -tal como fuera expuesto en la Resolución Interna Nº 257-SE/06- en que ha quedado constatado que la actividad principal desarrollada por SANCOR dentro del ejido municipal es la venta al por mayor de productos lácteos tales como quesos, leche en polvo, leches fluidas, dulce de leche, crema de leche, manteca, yogur, postres y leches especiales.

A fin de desarrollar esta actividad, la firma opera con un distribuidor -“CORSAN LÁCTEOS S.C.C.”- que en ésta ciudad se ocupa del abastecimiento de dichos productos a pequeños comercios minoristas. Asimismo, la fiscalizada vende de forma directa sus productos a supermercados e hipermercados.

La firma “Corsan Lácteos S.C.C.” se encarga del traslado de los productos desde la planta elaboradora hasta su depósito en la ciudad de San Francisco, así como de la distribución a los distintos puntos de venta (fs. 01, 02, 09 y 10).

Por otra parte, SANCOR cuenta con supervisores y coordinadores de venta propios, tales los Sres. Hugo Porporatto y Rodrigo Schechtel. En relación a éstos, ha dicho la agraviada que la Municipalidad de San Francisco no ha acreditado que los mismos se encuentren domiciliados en el ejido municipal que corresponde a la Ciudad de San Francisco. Sin embargo, el lugar donde aquellos residen resulta irrelevante, desde que se encuentra acreditado que los mismos efectúan su actividad en esta jurisdicción. 

Así, el Sr. Leandro Yob, gerente de la firma CORSAN LACTEOS SCC, a fs. 1/2 expresó que “cada 20 días recibimos personal de la firma Sancor Coop. Unidas Ltda.. que realizan controles de la cámara de frío y de los galpones. Y también coordinadores de venta, ellos visitan los clientes para controlar que se cumplan con las pautlas establecidas por Sancor Coops. Unidas Ltda.. (Facturación, precios, etc.”. Y al interrogarse al Sr. Yob por el nombre y lugar de residencia de estos supervisores, contestó “Hugo Porporatto y Rodrigo Schetchtel, ambos de la localidad de Sunchales. Estas personas suelen quedarse varios días para poder cumplir con su tarea de coordinadores de venta, cubriendo todos los gastos por ellos generados la firma Sancor Coop. Unidas Ltda..”

Por lo que resulta indiferente que estas personas aparezcan como personal dependiente de la firma o se domicilien en la Ciudad de San Francisco sólo transitoriamente, lo cual queda a criterio de la voluntad empresarial. Se encuentra acreditado, y ello no ha sido cuestionado por la firma, que esta circunstancia –no controvertida- constituye un  gasto atribuible a la jurisdicción de San Francisco. 

Asimismo, SANCOR cuenta con repositores que perciben un sueldo mensual de la fiscalizada, y que visten indumentarias con sus logotipos.

Lo dicho incluso aparece reconocido por la fiscalizada en cuanto expresa que “sus productos son comercializados en dicha localidad por Corsan Lácteos S.C.C.” (punto 5.2 del descargo, fs. 1025), y que “es Corsan Lácteos S.C.C. y no mi representada quien se encarga del traslado de los productos desde la planta elaboradora hasta el depósito de su propiedad en la Ciudad de San Francisco; estando a su cargo la distribución de los productos de Sancor a los diferentes supermercados de la ciudad”. 

Lo dicho se encuentra plenamente corroborado por las manifestaciones de la firma CORSAN que en la prueba informativa que le fuera librada ha expresado que “Sí percibimos comisión por la actividad de entrega a los clientes” (fs. 1048).

En verdad, ello es manifiesto ejercicio de actividad gravada efectiva, física, tangible y en el territorio sobre el cual es competente la Municipalidad de San Francisco. En definitiva, cuando ha habido ingresos devengados de la actividad gravada y –además– gastos relacionados con ella, implica que hubo ejercicio de actividad; aún cuando no exista un local o depósito habilitado en el ejido municipal.
Ninguno de estos extremos fue controvertido por la firma, la que se limita a expresar que los mismos no revelan la existencia de una actividad comercial.

Ello es insostenible. Cuando existen actividades tendientes a la venta de un determinado producto, y especialmente gastos e ingresos relacionados a dicha actividad, nos encontramos sin duda ante el ejercicio de una actividad comercial.

Cabe destacar que la propia firma acompañó planilla con cálculos de coeficientes de Ingresos atribuibles a la jurisdicción de San Francisco (fs. 898 y 900/957), los que fueran especialmente considerados para el cálculo del tributo.


En definitiva, es claro que la firma ejerció actividad comercial en jurisdicción municipal, lo que queda corroborado con la obtención de ingresos derivados de aquélla y la existencia de gastos vinculados a su obtención. En tal sentido, es indudable que cuando ha habido un gasto relacionado con la actividad gravada (y, además, ingresos), hubo ejercicio de actividad.

Por último, basta observar el Informe de Fiscalización Externa N° 27/2004 obrante a fs. 977/993, para tener por acreditada suficientemente la existencia de ingresos y gastos de SANCOR en jurisdicción municipal, con lo que ha quedado acreditado el ejercicio de actividad gravada en el ejido municipal de San Francisco.

IX) En relación a la falta de prestación de servicios alegada cabe reiterar a la impugnante que el art. 164 del C.T.M.V. al definir el hecho imponible del tributo reclamado, exige claramente los dos extremos propios de una “tasa”: 1) el ejercicio en el ejido municipal de actividades comerciales, industriales, de servicios u otras a titulo oneroso y los hechos o acciones destinados a promoverla, incentivarla, difundirla o exhibirla de algún modo, y 2) la prestación por el municipio de los servicios enumerados por la norma y cualquier otro no retribuido por un tributo especial y que tienda al bienestar general de la población. 

Así, -y en virtud de lo ya dicho en el considerando anterior- se entiende que siempre que la Municipalidad preste efectivamente un servicio a quien también ejerce efectivamente una actividad en su ejido, se encuentra legitimada para proceder al cobro de la tasa que incluye al mismo en su hecho imponible, aun cuando el servicio prestado no sea divisible en unidades de prestación.

Así, reiteramos que el art. 164 de la O.G.I.V. menciona los servicios de higiene, contralor, seguridad, organización, coordinación del transporte, etc. y cualquier otro no retribuido por un tributo especial que tienda al bienestar general de la población.

Conforme ha interpretado desde antiguo la doctrina judicial, un municipio puede legislar un tributo de este tipo que por su naturaleza es una tasa compensatoria de un servicio público que delimita la misma ordenanza y que representa para el municipio una organización dispuesta de un modo regular y continuo, con vistas al aludido servicio (Suprema Corte de Buenos Aires, 5/7/66, L.L. XXVII, pág. 964).

Así, también se ha dicho que: “Cuando el servicio que debe realizar el estado ha sido instituido en ventaja o utilidad del particular, el mismo debe ser concretamente prestado a quien lo paga, pues la contribución del último recibe su causa en el beneficio recibido; pero la situación difiere cuando el servicio ha sido instituido con finalidades de interés general, teniendo en mira a la colectividad, pues entonces la tasa debe pagarse en tanto se lleve a cabo la actividad administrativa prevista por la ley.” (Tribunal Fiscal de La Plata, “L.L.” 89-434; Idem, “J.A.”, 96 1-11-178).

Que el tributo en cuestión se refiere a una serie de servicios que no deben considerarse en forma aislada sino conjuntamente, y cuyo objetivo es que las actividades lucrativas ejecutadas en su ejido, lo sean en forma ordenada, pacífica, segura y con mutuo respeto de los derechos de cada uno. 

Remitimos aquí, por compartirlas, a las precisiones expuestas y jurisprudencia citada –que compartimos- en la Resolución N° 257-SE/06 atacada. (“FLEISCHMAN ARGENTINA INCORPORATED c/ MUNICIPALIDAD DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DIRECTO” -sentencia del 20/02/2001, “KODAK ARGENTINA S.A.I.C. C/ MUNICIPALIDAD DE CÓRDOBA - CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN”, “INSTITUTO SIDUS I.C.S.A. C/ MUNICIPALIDAD DE RÍO CUARTO”). 
Por lo manifestado, deben tenerse por acreditados los extremos requeridos por el art. 164 del C.T.M. para tener por configurado el hecho imponible de la “Contribución que incide sobre el Comercio, la Industria y Empresas de Servicios” en cabeza de la impugnante. 

En relación al pronunciamiento “Compañía Química S.A. c/Municipalidad de Tucumán” de la C.S.J.N., caber reiterar que de ninguna manera este Fallo puede ser tenido como precedente, ya que tanto de su lectura como de todo antecedente que al respecto se haya publicado, no se desprende cuáles fueron las relaciones entre aquél contribuyente y la Municipalidad de Tucumán y si ésta prestaba servicios como los que efectivamente ejecuta esta Municipalidad de San Francisco, razón por la cual del mismo se desconoce su base fáctica.

En tal sentido es destacable que en el caso “Municipalidad de Chajarí c/Agua y Energía Eléctrica s/Ejecución Fiscal”, del 27/9/88 (Fallos 311:1972), la C.S.J.N. declaró que el planteo basado en que el tributo estaba mal percibido debido a una supuesta falta de prestación efectiva de servicios por el municipio, era una cuestión fáctica ajena al ámbito del juicio de apremio. Si bien tratando otro tema, quedó claramente decidida en sentido afirmativo la posición de que, al tratarse la cuestión de un problema fáctico, el precedente “Compañía Química” carece de validez al desconocerse toda referencia a la cuestión de hecho que se planteó en el caso.

Cabe entender que el precedente “Cía. Química c/Municipalidad de Tucumán” sólo se refiere a que los servicios integradores del hecho imponible de una tasa deben ser efectivamente prestados para otorgar validez a la misma.

Sin embargo, y por las razones dadas supra, no puede sostenerse que para la validez de una tasa sea requisito ineludible la división de los servicios en unidades de prestación (uti singuli), sino que los mismos pueden ser válidamente servicios con finalidades de interés general que tienen en mira al contribuyente y a la colectividad (uti universi).

Ello es así, en primer lugar, porque no existe ninguna norma vigente que exija la divisibilidad en unidades de prestación para la validez de una tasa. Por otra parte, es tan claro que ello es así, que pese a desconocerse los hechos que rodean el caso, podemos echar luz a la situación observando que, tanto en las remisiones efectuadas por la Corte en “Cía. Química” (Fallos 236:22, 259:413); como en pronunciamientos anteriores y posteriores a dicho fallo (P. Ej.: L.L. 104:41; Fallos 311:1972, o “Estado Nacional c/Massey-Ferguson”), queda claro que la expresión “concreta, efectiva e individualizada” prestación de servicios, esta referida, en la doctrina de la Corte, a la efectiva prestación de servicios y, en ninguno de esos antecedentes, a la supuesta divisibilidad o no de los mismos en unidades de prestación.

En definitiva, el dicho textual de la Corte in re “Compañía Química S.A. c/Municipalidad de Tucumán” admite interpretaciones diversas y parece haberse referido al caso de que la Municipalidad no preste ningún servicio al contribuyente, supuesto este en el que debe aceptarse que la tasa es inválida, pero que es totalmente diverso de lo que sucede en nuestra ciudad, en la que los servicios comprometidos por la contribución de que se trata son efectivamente prestados.

Baste lo hasta aquí dicho para rechazar la supuesta violación a principios constitucionales, tal la legalidad, y que fueran expuestos en el apartado “6.3” de la presentación recursiva de la firma.

X) En relación a la cuestión relativa a la supuesta exigencia de la norma de local habilitado para poder ser sujeto pasivo de la contribución del rubro, cabe remitirse a lo extensamente expuesto en el considerando IIº de la Resolución Nº 257-SE/06, donde reiteradamente se ha dicho (con sustento en la más reciente jurisprudencia en el tema) que ello no constituye un requisito legal para la concreción del hecho imponible, ni tampoco es óbice para que –quien efectivamente realiza una actividad comercial realizando gastos e ingresos a ella atribuibles- reciba los servicios que la norma del art. 164 del C.T.M. enumera.
XI) En relación a la ilegitimidad de la Contribución a la luz de la Constitución Nacional, y del ordenamiento intrafederal, corresponde realizar las siguientes afirmaciones: 

a.- En referencia a la analogía fiscal pretendida por la firma, -y que devendría en la violación a la Ley de Coparticipación Federal- cabe sostener que de ningún modo se podría considerar que el hecho imponible del Impuesto sobre los Ingresos Brutos es idéntico al de la Contribución en cuestión. Ello por la sencilla razón de que mientras el primero de ellos es un impuesto, el segundo es una tasa. 

Así, mientras el hecho imponible del Impuesto sobre los Ingresos Brutos se configura por el ejercicio habitual y a titulo oneroso de una actividad comercial, industrial o de servicios, la Contribución requiere además que exista la efectiva prestación por parte del Municipio de los servicios que enumera el art. 164 del C.T.M.

La referida circunstancia diferencia de manera clara y precisa ambos tributos y excluye de manera absoluta la posibilidad de considerar que sean análogos (doble imposición tributaria).

Por otra parte, seria erróneo sostener que la contribución se podría superponer con el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, por cuanto no podrían identificarse dos tributos diferentes por el sólo hecho de que sus bases imponibles sean similares.

En tal sentido, debemos recordar que la base imponible es -junto a la alícuota- uno de los elementos cuantificantes de la obligación tributaria. Por lo tanto, su función es sólo la de dimensionar la magnitud pecuniaria que posee la obligación tributaria originada a partir de la configuración del hecho imponible del tributo.

La doctrina ha precisado que “...ha prevalecido la tesis de que la superposición de gravámenes nacionales y provinciales como consecuencia del ejercicio de las facultades impositivas concurrentes... no importa por si inconstitucionalidad... La doble imposición puede si ser inconstitucional cuando por su conducto se viola alguna garantía constitucional, sea la de la equidad y proporcionalidad de los impuestos, sea la de la propiedad cuando se verifique un tratamiento confiscatorio, o sea porque resulte una extralimitación de la competencia territorial del poder que sancionó el gravamen...” (García Belsunce, Horacio, “Estudios Financieros”, Abeledo Perrot, Bs. As. 1966, pág. 211 y sgtes.).

Es decir, el Impuesto sobre los Ingresos Brutos y la tasa cuestionada son tributos de distinto género y representan la exteriorización de poderes de distintos órganos, ejercidos de la esfera de competencia propia de ellos. Sus elementos difieren, ya que el hecho imponible de los impuestos provinciales está constituido por actividades que trasuntan la capacidad contributiva, sin estar los tributos vinculados a actividad alguna por parte del Estado, mientras que la “Contribución que Incide sobre el Comercio, la Industria y Empresas de Servicios” es una tasa cuyo hecho imponible está integrado por servicios públicos que el sujeto activo presta efectivamente y que afectan a los obligados. Se trata pues, de  tributos genérica y estructuralmente diferentes.

Excede todo lo expuesto, los motivos necesarios a fin de no hacer lugar a las manifestaciones vertidas por la firma en este sentido.

b.- Según lo dicho, y en lo que se refiere a la Ley de Coparticipación Federal, cabe remitimos, por compartirlos, a los argumentos expuestos en el Considerando “VII.2.b” de la Resolución Nº 257-SE/06 en cuanto a que dicha normativa obliga a las “provincias” a derogar gravámenes provinciales y a promover la derogación de los municipales que resulten en pugna con el régimen de la ley, lo cual no sería pertinente en este caso por cuanto entendemos que no se trata de un tributo en pugna con la citada ley.

Por otra parte, debemos recordar la postura que al respecto fijara la “Comisión Federal de Impuestos” en autos “Microsules y Bernabó S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto - Provincia de Córdoba” (Expte. 454/98) y que fuera asimismo oportunamente citada.

c.- Asimismo, El Decreto (P.E.N.) Nº 1.807/93 – “Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento”, del 12/08/93 (BO. 02-09-93), no deja dudas en el segundo párrafo de la declaración Primera, punto 2, en cuanto habla sólo de una eventual PROMOCIÓN de derogaciones y, para nuestro caso, de futuras RECOMENDACIONES de las Provincias a sus municipios autónomos. En consecuencia, sólo la Municipalidad de San Francisco se encuentra habilitada a derogar sus propias, constitucionales y legitimas normas, no teniendo incidencia práctica algunas eventuales PROMOCIONES o RECOMENDACIONES de extrañas jurisdicciones que carecen de facultades para derogar o modificar normas dictadas por el Poder Legislativo Municipal. Por otra parte, también se ha aclarado que lo que analizamos en definitiva es una tasa que se reclama como consecuencia de servicios efectivamente prestados.

d.- Según surge del Informe de Fiscalización Técnico Nº 27/2004, las normas del Convenio Multilateral fueron correctamente aplicadas por este Organismo Fiscal, ya que sólo se gravó la parte de los ingresos brutos que resultan atribuibles a esta Municipalidad conforme a dicho Convenio.

Además el propio art. 35 del Convenio Multilateral, acepta implícitamente la posibilidad de que los municipios puedan percibir tributos (sin distinción) cuya base imponible sean los ingresos brutos, aún a quienes carezcan de local o depósito habilitado.

Por lo que no corresponde hacer lugar a este agravio, encontrándose el tributo bajo análisis autorizado legalmente.

En verdad, en los términos explicitados el tributo analizado aparece legalmente autorizado.

Baste lo ya dicho entonces para desestimar estos agravios, debiendo rechazarse los mismos.
XII) Cabe destacar que el criterio que expuesto en relación a todos los extremos hasta aquí analizados ha sido recientemente convalidado por la JUSTICIA FEDERAL, en autos “TELEFÓNICA DE ARGENTINA S.A. c/ MUNICIPALIDAD DE RIO CUARTO – ACCION DECLARATIVA DE CERTEZA”, de fecha 22 de Noviembre de 2006 y que fuera dictado por el Juzgado Federal de la Ciudad de Río Cuarto.

XIII) Seguidamente, se agravia la firma en relación a la liquidación formulada.

En este punto cuestiona la alícuota aplicada desde que expresa que esa empresa es de tipo industrial y no comercial.

A este respecto, cabe remitir a lo que fuera ya oportunamente expuesto en la Resolución Nº 257-SE/06. En verdad,  en supuestos como estos, con la industrialización en una o varias jurisdicciones y la comercialización en otras, tornan efectivamente aplicable el Convenio Multilateral pero NO CONVIERTEN en una "fábrica" a una actividad comercializadora. En definitiva, la firma (y casi no hace falta aclararlo) NO realiza en la Ciudad de San Francisco NINGUNA transformación física y/o química, en su forma o esencia, de materias primas o materiales, a través de un proceso inducido, mediante la aplicación de técnicas de producción uniformes, la utilización de maquinarias o equipos, la repetición de operaciones o procesos unitarios, para la obtención de un producto final. En nuestro ejido Municipal, se limita a VENDER sus productos. Así lo ha reconocido unánimemente la doctrina y la C.S.J.N. en innumerables fallos (16:118; 168:5; 138:313; 207:270).

Conforme ya fuera señalado, ha quedado demostrado que la firma en cuestión en la Ciudad de San Francisco VENDE productos lácteos.

Por tal motivo, no procede la aplicación de la alícuota correspondiente a la industria.

XIV) Se agravia la firma por cuanto no se habría considerado la prueba oportunamente ofrecida, lo que conllevó a una errónea liquidación del tributo.

En este sentido se observa que a fs. 1034/1035 de estos actuados la firma ofreció prueba la que fuera debidamente proveída y ordenada por el tribunal a fs. 1042.

De la testimonial agregada a fs. 1048 no se observa la agregación de ningún hecho controvertido por la Municipalidad de San Francisco. En efecto, se encuentra acreditado en autos que la firma CORSAN vende dentro del éjido municipal productos SANCOR, que mantiene en depósito dichos productos, que percibe comisión por dichas ventas, que abona la contribución de comercio en relación a sus ingresos, y que contrata repositores de los productos SANCOR.

Todo ello no es óbice para no considerar que –en virtud de estos elementos y los demás que fueran ya referidos- la firma SANCOR desarrolla efectivamente actividad gravada en esta jurisdicción de San Francisco.

En relación al informe pericial agregado a fs. 1050 y ss., suscrito por el Cr. Aurelio Carlos Cattaneo cabe formular las siguientes apreciaciones:

La cuestión a la inexistencia de local no se encuentra controvertida en estos actuados. Remitimos a lo ya reiteradamente dicho al respecto.

La condición de la relación que vincula a los repositores con la firma SANCOR (apartados 1º y 2º del informe pericial) resulta asimismo irrelevante, pues los mismos tienen por finalidad promover la comercialización de los productos de la impugnante (art. 164 C.T.M.). Ya se han hecho las consideraciones relativas al domicilio de los supervisores Poporatto y Schetchtel y a las mismas cabe remitir.

Por otra parte, SANCOR impugna la liquidación parcial sobre base presunta pero continúa sin aportar mayor documentación que la obrante en las actuaciones administrativas.

Obsérvese que los números expresados por el perito informante no son más que manifestaciones de parte que no obran fundadas en ninguna documentación, que ni siquiera se ha discriminado.

En este sentido, el perito informante no ha expresado a partir de qué elementos confeccionó las planillas que adjunta, no resultando suficiente haberlas efectuado “teniendo a la vista los libros de contabilidad de Sancor Coop. Unidas Ltda..”

Asimismo, se hace saber que la mecánica utilizada para determinar la contribución adeudada se encuentra autorizada por la Resolución General Interpretativa Nº 1 de la Comisión Arbitral de fecha 24/10/61.

En relación a la alícuota propuesta, remitimos a lo ya dicho al respecto.

Respecto de la aplicación de mínimos, se hace saber que dicho mecanismo deja intacta la base imponible de los ingresos brutos del contribuyente, estableciendo simplemente una alícuota diferente a tener en cuenta, siendo esta operación, una atribución lícita del municipio. Se remite a lo ya dicho al respecto en el considerando “X” de la Resolución Determinativa.

Para más, tampoco en esta instancia la firma expresa de qué manera se ha visto perjudicada por la aplicación de montos mínimos, ya que para todos los períodos la base imponible exceden dichos importes.

Asimismo, no resulta atendible que la impugnante atribuya a esta Municipalidad arbitrariedad en la producción de las diligencias probatorias tendientes a determinar la contribución sobre base cierta.

En efecto, a la firma se cursaron numerosas Actas de Requerimiento (fs. 11, fs. 886, fs. 973) tendientes a obtener información tendiente a determinar el tributo de referencia. En virtud de la información allí brindada se procedió a su liquidación provisoria.

Así, el coeficiente de ingresos se obtuvo de realizar el cociente entre los ingresos computables para la jurisdicción San Francisco, informados por la contribuyente para los períodos 01/1997 a 06/2002 (fs. 898 y 900/957).

Para los períodos 07/2002 a 06/2003 se procedió a realizar dicho coeficiente de forma presunta por no contar con la información respectiva.

En relación al coeficiente de gastos, el mismo se obtuvo del cociente entre el gasto computable para San Francisco del período comprendido entre 01/07/1997 a 30/06/2003, calculado en forma presunta. En este caso se desestimó la información otorgada por la contribuyente desde que informó solamente como gasto computable el de fletes (fs. 899), cuando en verdad surge claramente de las actas de constatación obrantes en el expediente administrativo (fs. 01, 02, 09 y 10) que existen otros gastos atribuibles a esta jurisdicción de San Francisco (sueldos repositores, comisiones, sueldos coordinadores de ventas, consultora Solvens promociones, etc.)

Ahora bien, de ésta información se corrió expresamente vista mediante la notificación de la Resolución Nº 022-ADM/FE/2005-AGIP (Informe Técnico  Nº 27/2004)  a fin de que la fiscalizada tuviera oportunidad de considerar los elementos utilizados por la fiscalización –y aquellos que debió suplir con presunciones- y aportar la información faltante.

Sin embargo, en momentos de efectuar su descargo la firma ofreció una prueba informativa –que proveída por el Organismo Fiscal- no acompañó los fundamentos por los que proponía la reliquidación del tributo, resultando imposible a la administración corroborar su exactitud.

Para más, y según sus propios dichos, la liquidación propuesta proponía la aplicación de la alícuota de industria, que no resulta atinada.

Ello así, reitera ahora su impugnación sin acompañar o detallar la documental que funda su agravio, por lo que mal puede ser considerada tampoco en esta instancia. 

Así las cosas, el contribuyente conocía el método empleado para determinar las bases imponibles, las razones que condujeron a ello y las deficiencias y omisiones atribuidas a la documentación aportada, no obstante lo cual en su presentación no ha acreditado sino sólo expresado, que la determinación presuntiva provisoriamente efectuada es inexacta, incorrecta o irreal. 

No puede dejarse de remarcar que la única forma de probar que algo es inexacto es acreditar qué es exacto, lo que no ha ocurrido.

Ante la omisión probatoria y de colaboración en que incurrió la contribuyente, es imposible analizar la veracidad o no de lo alegado; máxime cuando no se dan precisiones respecto de los extremos invocados.

No se advierte que pueda haber descargo más simple ante una determinación presuntiva inexacta, que aportar al Organismo Fiscal los datos ciertos y fehacientes que destruyan esa determinación.

Lo manifestado ha sido dicho reiteradamente expuesto por la doctrina y los tribunales especializados. Valga como ejemplo, la sentencia dictada el día 17 de Junio de 1998 por el Tribunal Fiscal de la Nación, el más importante cuerpo jurisdiccional especializado en materia tributaria del país, en los autos "Hodara, Benjamín s/ Recurso de Apelación" (Expte. 12.540-I, Sala "D"). 

Allí, (se trataba de un caso en el que el Organismo Fiscal nacional efectuó una determinación de oficio presuntiva sobre la base los depósitos bancarios detectados al contribuyente) se dijo: 
"(...). Incumbe pues al contribuyente aportar la prueba que permita destruir la presunción legal, por lo que corresponde analizar si en la especie ese recaudo se ha cumplido".

"Como surge de las constancias de la causa (...), la recurrente no ofreció -ni al efectuar su descargo en sede administrativa ni ante esta instancia jurisdiccional- prueba alguna encaminada a destruir el criterio empleado por el Fisco durante el proceso de determinación".

En ese punto el T.F.N. recordó los pronunciamientos en "Galli, Carlos y Sarobe, Julia" (Expte. 5607-I, Sala "D", 04/11/91), en los que analizando cuestiones análogas dijo: 
"(...) que la presunción de legitimidad que caracteriza a los actos provenientes de la administración pública sólo puede ser destruida con elementos de prueba eficientes aportados por aquel que cuestiona el contenido de la determinación que lo afecta".

"(...) la jurisprudencia ha sostenido en numerosos pronunciamientos, que cuando las declaraciones de los contribuyentes no se hayan respaldadas por pruebas categóricas, las estimaciones de oficio o liquidaciones de impuestos practicadas por el Fisco gozan, en principio, de legitimidad e incumbe a quien las impugna la demostración intergiversable de los hechos, razón por la cual en estos casos rigen reglas distintas sobre la carga de la prueba con relación a las que se aplican en los demás juicios (...)". (C.N.F., 3/6/71, "Sassone Burgada, Oscar", D.F. XXI-A, 440; C.N.A.C.A.F., Sala III, 30/10/79, "Figueiro José", D.F. XXIX, 768; entre otras).

Por lo que corresponde rechazar los agravios formulados y ratificar la liquidación formulada.

XV) En cuanto a la sanción aplicada corresponde efectuar las siguientes consdieraciones.
La multa impuesta a “SANCOR COOPERATIVAS UNIDAS LIMITADA”, lo fue en virtud de la comisión de la infracción de Omisión Fiscal (art. 68, Ordenanza Nº 4360/97, Código Tributario anterior, y art. 78, último párrafo, C.T.M.V.), dado que omitió totalmente el pago del tributo referido por los períodos bimestrales 01 al 06 del año 1999, y 01 al 06 del año 2000, y mensuales 01 al 12 del año 2001, 01 al 12 del año 2002, 01 al 06 del año 2003 y 01 al 06 del año 2004, todos ellos inclusive, no habiéndose empadronado debidamente como contribuyente.

Que respecto a dicha imputación, como bien se expresara en la Resolución apelada, debe afirmarse que la “omisión fiscal” legislada en los citados dispositivos, se configura objetivamente ante la falta de pago parcial o total de un tributo.

Sin embargo, y desde que los períodos 01, 02 y 03 del año 1996 se encuentran prescriptos, sobre los mismos no corresponde aplicar sanción alguna. En virtud de ello corresponde reliquidar el monto de la multa aplicada.

En cuanto al elemento subjetivo requerido por la figura de Omisión Fiscal, acreditada la materialidad de la infracción, el Organismo Fiscal se encontró habilitado para presumir su existencia, siendo carga del sumariado demostrar la inexistencia del mismo, lo que no ha ocurrido, no alcanzando las alegaciones realizadas para desvirtuar la ilicitud del comportamiento observado.

En relación al error excusable, y por compartir sus fundamentos, corresponde remitir a lo expuesto en la Resolución Interna Nº 257-SE/06.

Por lo expuesto, normas legales citadas, y lo dispuesto por los arts. 135  y conc. del CTMV,

                               El Intendente Municipal en uso de sus facultades

DECRETA

Art.1°) HACER LUGAR PARCIALMENTE al Recurso de Apelación deducido por la contribuyente “SANCOR COOPERATIVAS UNIDAS LIMITADA” en contra de la Resolución Interna Nº 257-SE/06 de fecha 24 de Noviembre de 2006 de  la Secretaría de Economía de la Municipalidad de San Francisco, declarando prescriptos los períodos bimestrales 01, 02 y 03 del año 1996, debiendo reliquidarse el monto total adeudado por la firma, considerando a tal fin la liquidación obrante a fs. 1070, y detrayendo de dicho importe los períodos referidos y la multa aplicada correspondiente a los mismos, conforme planillas anexas.

Art.2°) CONFIRMAR la Resolución Interna Nº 257-SE/06 en todo cuanto no fuera expresamente referido en el artículo 1º del presente decreto.
Art.3°) HACER SABER a la contribuyente que el  presente decreto causa estado y produce el agotamiento de la instancia administrativa.

Art.4°) PROTOCOLICESE, notifíquese y dése copia.

                                                               DEPARTAMENTO EJECUTIVO

                                                     SAN FRANCISCO 04 DE JUNIO DE 2007
